



LEY DE FINANCIAMIENTO DE LOS PARTIDOS POLITICOS

TITULO I

PATRIMONIO DE LOS PARTIDOS POLITICOS

CAPITULO I

CONSTITUCIÓN

ARTICULO 1º.- Conformación del patrimonio. El patrimonio del partido político es público y se integrará con los bienes y recursos que autoricen la presente ley y la respectiva carta orgánica, restándole las deudas que pesan sobre él. 

Los partidos políticos deberán informar, al Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el listado de sus bienes, la identificación de sus cuentas bancarias y sus movimientos de cuentas y caja en la forma que establezca la reglamentación.

ARTICULO 2º.- Cuenta única. Los partidos políticos deben abrir una cuenta única en el Banco Ciudad Autónoma de Buenos Aires o en el Banco de la Nación Argentina a efectos de registrar la totalidad de los fondos que ingresen y egresen a su patrimonio, incluso los fondos destinados a financiar las Campañas Electorales de los partidos políticos que oficialicen candidaturas.

ARTICULO 3º.- Titularidad. La cuenta única debe estar a nombre del partido político y a la orden conjunta o indistinta del/la presidente y el/la tesorero/a o sus reemplazantes. La cuenta única debe registrarse ante el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
ARTICULO 4°.- Exención impositiva. Los bienes y actividades de los partidos reconocidos están exentos de todo impuesto, tasa, contribución o derecho de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de conformidad con lo establecido en el inciso 14 del artículo 31 de la Ley 541. Esta exención alcanzará a los bienes inmuebles locados o cedidos en usufructo o comodato a los partidos políticos, siempre que se encuentren destinados en forma exclusiva y habitual a sus actividades específicas y que las contribuciones estén a cargo del partido.

ARTICULO 5º.- Inscripción de los bienes. Los bienes registrables de los partidos políticos incorporados a su patrimonio por compra, donación, legado o cesión de derechos se inscriben a su nombre en los registros públicos dispuestos por las leyes correspondientes.

CAPITULO II

CONTROL PATRIMONIAL ANUAL DE LOS PARTIDOS POLITICOS

SECCION I

OBLIGACIONES DE LOS PARTIDOS POLITICOS

ARTICULO 6º.- Libros contables rubricados. Los partidos políticos deben llevar en forma regular los siguientes libros rubricados y sellados por el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sin perjuicio de los que prescriba su Carta Orgánica:

a) Libro de Inventario.

b) Libro de Caja debiendo conservarse la documentación correspondiente por el término de diez (10) años.

c) Libro Diario.

d)  Libro de Actas y Resoluciones. 

Asimismo deberán contar con la documentación que exija la AFIP y la AGIP y todo otro libro o registro que el partido político estime menester para su mejor funcionamiento administrativo contable.

ARTICULO 7°.- Ejercicio contable. Los partidos políticos deberán cerrar el ejercicio contable anual el 31 de diciembre de cada año. Su omisión importará las sanciones previstas en el artículo 63.

En caso de partidos políticos que hayan obtenido su personería jurídico-política con posterioridad al 1 de enero de cada año, éstos deberán presentar un primer balance que comprenda desde la fecha de la obtención de la personería hasta el 31 de diciembre de dicho año.
ARTICULO 8°.- Estados Contables Anuales. Dentro de los noventa (90) días de finalizado cada ejercicio, los partidos políticos deberán presentar ante el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el estado anual de su patrimonio o balance general y la cuenta de ingresos y egresos del ejercicio detallando los datos vinculados a los aportes económicos recibidos en el período, tales como: identificación personal, identificación tributaria, monto y fecha del aporte y libros contables rubricados. Dichos informes contables deberán estar suscriptos por el/la presidente, el/la tesorero/a del partido y por un/a contador/a público/a matriculado/a en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. El informe que efectúen los/as contadores/as públicos/as matriculados/as deberá contener un juicio técnico con la certificación correspondiente del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad de Buenos Aires.

Deberán poner a disposición del Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires la correspondiente documentación respaldatoria en formato digital.

ARTICULO 9°.- Publicidad. El Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ordenará la publicación inmediata de la información contable mencionada en el artículo anterior en el sitio web del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y remitirá los estados contables anuales a la Auditoria General de la Ciudad de Buenos Aires para la confección del respectivo dictamen, pudiendo actuar de oficio o a pedido del Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

ARTICULO 10°.- Disponibilidad de la información. La información sobre la gestión económico financiera de los partidos políticos se debe encontrar a disposición de la ciudadanía, según los términos de la Ley N° 104.

ARTICULO 11°.- Observaciones de terceros. Las observaciones de los terceros a los estados contables de los partidos políticos podrán formularse durante el plazo que dure el proceso de contralor, teniendo como fecha límite final la de la resolución emitida por el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

De las presentaciones efectuadas se correrá traslado al partido político por el término de cinco (5) días hábiles, a fin de ponerlo en conocimiento de lo impugnado.

Dichas impugnaciones tendrán como único efecto el de poner en conocimiento del Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires los hechos que a juicio del presentante deben ser investigados, sin que los impugnantes tengan otra participación en la sustanciación del proceso.

SECCION II

FISCALIZACION Y CONTROL

ARTICULO 12°.- Plazos. La Auditoria General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tendrá un máximo de ciento ochenta (180) días para la realización de la auditoria de los estados contables anuales y treinta (30) días para la elaboración y notificación a los partidos políticos de dichos informes.

Vencido dicho término el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires dentro del plazo de treinta (30) días deberá resolver. El Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de corresponder, podrá ampliar dicho plazo por treinta (30) días más improrrogables de mediar un traslado al partido político para que realice aclaraciones o presente un nuevo informe.

TITULO II

FINANCIAMIENTO DE LOS PARTIDOS POLITICOS

ARTICULO 13º.- Financiamiento de los partidos políticos. Los partidos políticos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires poseen un sistema de financiamiento mixto, integrado por fondos públicos y privados.

ARTICULO 14º.- Aporte. Para la presente Ley se entiende como aporte a toda contribución o donación en dinero en efectivo, en especie o servicios, así como la provisión de bienes o prestación de servicios a partidos políticos, confederaciones o alianzas reconocidas a precios inferiores a los que habitualmente existen. 

CAPITULO I

FINANCIAMIENTO PÚBLICO

ARTICULO 15º.- Garantía. La Ciudad Autónoma de Buenos Aires garantiza el normal funcionamiento de los partidos políticos de la Ciudad y de las Comunas de conformidad con lo establecido en el artículo 60° de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en la presente Ley. 

ARTICULO 16º.- Fondo Partidario Permanente. Créase el Fondo Partidario Permanente de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires cuyos aportes estarán destinados al desenvolvimiento institucional y capacitación y formación política. Por desenvolvimiento institucional se entiende todo lo relacionado con la actualización, sistematización y divulgación, tanto a nivel nacional cuanto internacional, de la doctrina y principios políticos, económicos y sociales contenidos en su carta orgánica y demás documentos oficiales. También comprende lo referido a su funcionamiento político y administrativo.

ARTICULO 17º.- Constitución y administración del Fondo Partidario Permanente. El Fondo Partidario Permanente de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires es administrado por el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y estará constituido por:

a) Una asignación anual incluida en el Presupuesto General de Gastos y Recursos del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, para hacer frente a las erogaciones correspondientes al financiamiento público de los partidos políticos que no podrá ser inferior a tres millones (3.000.000) de unidades fijas.

b) El dinero proveniente de las multas que se recauden por la aplicación de esta Ley.

c) Los reintegros que efectúen los partidos, confederaciones y alianzas.

d) Los aportes privados destinados a este fondo.

Los aportes efectuados al Fondo Partidario Permanente serán deducibles para el impuesto de los ingresos brutos hasta el límite del cinco por ciento (5%) de la ganancia neta del ejercicio.

ARTICULO 18º.- Deducción. El Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires deducirá el diez por ciento (10%) de la partida presupuestaria asignada al Fondo Partidario Permanente en la Ley de Presupuesto General de Recursos y Gastos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, previo a toda otra deducción, con el objeto de asignar el aporte para el desenvolvimiento institucional de aquellos partidos políticos reconocidos con posterioridad a la distribución anual del Fondo Partidario Permanente.

El aporte a distribuir a cada partido político no podrá ser superior al del partido político que hubiese recibido el menor importe en la distribución anual, y será proporcional a la antigüedad del partido político.  

Los fondos remanentes se integrarán al Fondo Partidario Permanente. 

ARTICULO 19º.- Asignación del Fondo Partidario Permanente. Los recursos disponibles para el aporte anual para el desenvolvimiento institucional se distribuirán de la siguiente manera: 

a) El veinte por ciento (20%) en forma igualitaria entre todos los partidos políticos de la Ciudad o para los partidos políticos de las Comunas reconocidos.

b) El ochenta por ciento (80%) en forma proporcional a la cantidad de votos que el partido hubiera obtenido en la última elección para legisladores/as o para integrar las Juntas Comunales, según corresponda de acuerdo a lo establecido en el último párrafo del presente artículo. 

El Fondo Partidario Permanente se destinará en un setenta por ciento (70%) para los partidos políticos que hayan presentado candidatos para cargos públicos de la Ciudad y en un treinta por ciento (30%) para partidos políticos que hayan presentado cargos públicos comunales.

ARTICULO 20°.- Distribución de fondos en caso de alianza. En el caso de los partidos políticos que hubieran concurrido en alianza a la última elección, la suma correspondiente a la misma se distribuirá entre los partidos políticos que la conformen según lo determine el acuerdo suscripto por sus integrantes al momento de solicitar el reconocimiento de la alianza.

ARTICULO 21º.- Notificación de los fondos. En el primer mes de cada año el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires notificará a los partidos políticos el monto de los recursos a repartir en concepto de aporte anual para el desenvolvimiento institucional, el que estará integrado por el monto de los recursos que integran el Fondo Partidario Permanente al 31 de diciembre del año anterior, más los fondos asignados por la Ley Presupuesto General de Recursos y Gastos del Gobierno Autónoma de la Ciudad de Buenos Aires, deducido el porcentaje referido en el artículo 18. Asimismo informará la cantidad de partidos políticos en condiciones de acceder al reparto de aportes, de acuerdo con lo establecido en el artículo siguiente. Esta información deberá encontrarse disponible en el sitio web del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

ARTICULO 22°.- Depósito de los fondos. Los fondos públicos se depositan en la cuenta única que los partidos políticos tienen en el Banco de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o en el Banco de la Nación Argentina en cuatro (4) cuotas trimestrales en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año.

ARTICULO 23º.- Formación y capacitación de los integrantes de los partidos políticos. Los partidos políticos deben destinar como mínimo el veinte por ciento (20 %) de los fondos públicos asignados a actividades de formación cívica, capacitación política e investigación en políticas públicas.  

ARTICULO 24°.- Pago del aporte público. El pago del aporte público para el desarrollo institucional sólo se efectúa si el partido político presenta la documentación contable correspondiente al último ejercicio, en tiempo y forma, ante el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

CAPITULO II

FINANCIAMIENTO PRIVADO

ARTICULO 25º.- Financiamiento privado. Los partidos políticos podrán obtener para su financiamiento, con las limitaciones previstas en esta Ley, los siguientes aportes del sector privado:

a) De sus afiliados/as, de forma periódica, de acuerdo a lo prescripto en sus cartas orgánicas

b) De otras personas físicas, no afiliados/as. Los aportes de las personas físicas deberán realizarse mediante transferencia bancaria, cheque, en efectivo, mediante Internet, o cualquier otro medio siempre que permita la identificación del donante. Dichas contribuciones deben estar respaldadas con los comprobantes correspondientes.

c) De otro tipo de actividades.

Dichos aportes deben ser depositados a nombre del partido político en la cuenta única abierta en el Banco de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o en el Banco de la Nación Argentina.

ARTICULO 26º.- Prohibiciones. Los partidos políticos no podrán aceptar o recibir, directa o indirectamente contribuciones o donaciones:

a) De personas jurídicas públicas o privadas, nacionales o extranjeras. Se exceptúa aportes provenientes de partidos políticos reconocidos en  la Ciudad de Buenos Aires, en una provincia o a nivel nacional.
b) Anónimas. No podrá imponerse a las contribuciones o donaciones el cargo de no divulgación de la identidad del/la contribuyente o donante.

c) De personas físicas extranjeras que no tengan residencia o domicilio en el país.

d) De personas que hubieran sido obligadas a efectuar la contribución por sus superiores jerárquicos o empleadores.

e) De personas que exploten juegos de azar.

f) De personas físicas que sean propietarias, directores/as, gerentes, administradores/as, agentes o representantes  de empresas que estén inscriptas en el Registro Único de  Proveedores de Bienes o Servicios de la Nación, u organismos equivalentes de las provincias, municipalidades, de la Ciudad o de entidades autárquicas o descentralizadas. 

Las restricciones previstas en este artículo comprenden también a los aportes privados destinados al Fondo Partidario Permanente.

ARTICULO 27º.- Montos máximos. Los partidos políticos no podrán recibir por año calendario contribuciones o donaciones de una persona física superiores al monto equivalente al dos por ciento (2%) del total de gastos permitidos para las campañas electorales de acuerdo a lo establecido en el artículo 45 para la elección de legisladores/as. 

Este límite no será de aplicación para aquellos aportes que resulten de una obligación emanada de las Cartas Orgánicas Partidarias referida a los aportes de los/as afiliados/as cuando desempeñen cargos públicos electivos.

El Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires informará a los partidos políticos, en el primer bimestre de cada año calendario, el límite de aportes privados y publicará esta información en el sitio web del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, diferenciando entre los límites para contribuir a los partidos de la Ciudad y los límites para contribuir a los partidos de Comunas.

TITULO III

FINANCIAMIENTO PARA LAS CAMPAÑAS ELECTORALES

CAPITULO I

OBLIGACIONES DE LOS PARTIDOS POLITICOS

ARTICULO 28°.- Responsables de las campañas. El/la presidente y el/la tesorero/a de los partidos políticos serán responsables solidarios del cumplimiento de las disposiciones establecidas en el presente Título.

Las alianzas que presenten candidaturas a cargos públicos electivos locales, forma previa al inicio de la campaña electoral, deberán designar un/a responsable económico-financiero y un responsable/a político de campaña quienes serán solidariamente responsables con el/la presidente y el/la tesorero/a de los partidos políticos que las integren por el cumplimiento de las disposiciones legales aplicables. Las designaciones deberán ser comunicadas al Tribunal Electoral de la Autónoma Ciudad de Buenos Aires.

ARTICULO 29°.- Depósito. Los fondos destinados a financiar la campaña electoral deberán depositarse en la cuenta única abierta en el Banco de la Ciudad de Buenos Aires o en el Banco de la Nación Argentina a nombre del partido político. Todos los fondos destinados a sufragar los gastos electorales, cualquiera que sea su procedencia, deben ingresarse en las cuentas mencionadas, y todos los gastos de la campaña electoral deben pagarse con cargo a las mismas.

Las alianzas deberán abrir una cuenta corriente para gastos de campaña en el Banco de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o en el Banco de la Nación Argentina, a nombre de la alianza y a la orden conjunta del/la responsable económico/a y del/la responsable político/a de campaña. Dichas cuentas deben informarse al Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Por esta cuenta ingresarán todos los aportes tanto públicos como privados y será el medio de cancelación de deudas y erogaciones de campaña. La misma deberá cerrarse a los sesenta (60) días de realizada la elección.

De efectivizarse aportes públicos de campaña con posterioridad al cierre de la cuenta, los fondos se depositarán directamente en la cuenta única de cada partido político integrante de la alianza y de acuerdo a la distribución de fondos suscripta para su conformación e inscripción.

Los movimientos registrados en la cuenta para gastos de campaña en caso de alianza deberán verse reflejados en los balances contables de los partidos políticos que la integren.

ARTICULO 30°.- Fondo fijo. Las erogaciones que por su monto sólo puedan ser realizadas en efectivo, se instrumentarán a través de la constitución de un fondo fijo. Cada gasto que se realice utilizando el fondo fijo no podrá ser superior a cinco mil (5000) unidades fijas y deberá contar con la constancia prevista en el artículo siguiente y la documentación respaldatoria de dicho gasto. 

ARTICULO 31°.- Constancia de operación. Todo gasto que se efectúe con motivo de la campaña electoral deberá documentarse, sin perjuicio de la emisión de los instrumentos fiscales ordinarios, a través de una “Constancia de Operación para Campaña Electoral”, en la que deberán constar los siguientes datos:

a) Identificación tributaria del partido político o alianza y de la parte co-contratante.

b) Importe de la operación.

c) Número de la factura correspondiente.

d) Número del cheque destinado al pago.

Las “Constancias de Operación para Campaña Electoral” serán numeradas correlativamente para cada campaña y deberán registrarse en los libros contables.

CAPITULO II

FINANCIAMIENTO PÚBLICO EN LAS CAMPAÑAS ELECTORALES

ARTICULO 32º.- Aporte Extraordinario. La Ley de Presupuesto General de Recursos y Gastos del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para el año en que deban desarrollarse elecciones locales determinará el monto a distribuir en concepto de aporte extraordinario para campañas electorales. 

Para los años en que deban realizarse elecciones a Jefe/a de Gobierno, la Ley de Presupuesto General de Recursos y Gastos del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires deberá prever tres (3) partidas diferenciadas: la primera para la elección del/la Jefe/a de Gobierno, y el financiamiento de la segunda vuelta electoral de acuerdo en la presente Ley, la segunda para la elección de legisladores/as, y la tercera para la elección de los miembros de las Juntas Comunales. 

Para los años en que solo deba realizarse elecciones para legisladores/as y para miembros de las Juntas Comunales la Ley de Presupuesto General de Recursos y Gastos del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires deberá prever dos (2) partidas, una para cada categoría.

El Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires determinará el porcentaje a deducir que recibirá de los fondos asignados en la Ley de Presupuesto General de Recursos y Gastos del Gobierno Autónoma de la Ciudad de Buenos Aires al aporte extraordinario para campañas electorales, para atender las erogaciones necesarias para el desenvolvimiento del proceso electoral, teniendo en cuenta los gastos de impresión de las boletas electorales. Los fondos remanentes se integrarán al Fondo Partidario Permanente.

ARTICULO 33º.- Distribución de aportes. Los fondos correspondientes al aporte para la campaña electoral se distribuirán entre los partidos políticos que hayan oficializado listas de candidatos/as de la siguiente manera:

a) Elección del/la Jefe/a de Gobierno y legisladores/as:

El treinta por ciento (30%) del monto asignado por el presupuesto en forma igualitaria entre las listas presentadas; y el restante setenta por ciento (70%) se distribuirá a cada partido político en forma proporcional a la cantidad de votos que hubiera obtenido en la elección general anterior para legisladores/as. 

En caso de elección del/la Jefe/a de Gobierno, los partidos políticos que participen en la segunda vuelta recibirán como aportes para la campaña una suma equivalente al treinta por ciento (30%) del mayor aporte de campaña para la primera vuelta.

b) Elecciones de miembros de las Juntas Comunales:

El total de los aportes se distribuirá entre las quince (15) comunas en proporción al total de electores/as correspondiente a cada uno. Efectuada dicha operación, el treinta por ciento (30%) del monto resultante para cada distrito, se distribuirá en forma igualitaria entre las listas presentadas y el restante setenta por ciento (70%), se distribuirá a cada partido político, confederación o alianza en forma proporcional a la cantidad de votos que el partido hubiera obtenido en la elección general anterior para la misma categoría. 

En el caso de las confederaciones o alianzas se computará la suma de los votos que hubieren obtenido los partidos integrantes en la elección general anterior para la misma categoría.

El Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires publicará la nómina y monto de los aportes por todo concepto.

ARTICULO 34º.- Distribución de fondos en caso de confederación o alianza. Para el caso de los partidos que hubieran concurrido a la última elección de legisladores/as integrando una confederación o alianza que se hubiera disuelto, la suma correspondiente a la confederación o alianza, en función del número de votos, se distribuirá entre los partidos miembros en la forma que determine el acuerdo suscripto por los partidos miembros al momento de solicitar el reconocimiento de la confederación o alianza.

ARTICULO 35º.- Retiro de candidatos. Restitución de fondos. Si el partido político retirara sus candidatos/as y no se presentara a la elección deberá restituir, en el término de sesenta (60) días de realizada la elección el monto recibido en concepto de aporte para la campaña. El/la presidente y el/la tesorero/a del partido político, junto con el/la responsable político/a y el/la responsable económico-financiero/a de la campaña en caso de alianza, serán responsables solidarios/as de la devolución de dichos fondos.

ARTICULO 36º Depósito. El aporte público para la campaña electoral deberá hacerse efectivo dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la fecha límite para la oficialización definitiva de las candidaturas. 

CAPITULO III

PUBLICIDAD ELECTORAL

ARTICULO 37º.- Espacios de radiodifusión televisiva y de radiodifusión sonora. Los espacios de publicidad electoral en las emisoras de radiodifusión sonora, televisiva abierta o por suscripción, serán distribuidos exclusivamente por el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, para todos los partidos políticos que oficialicen candidaturas para cargos públicos electivos locales, con el objetivo de difundir sus mensajes de campaña. Dicha propaganda recién podrá ser emitida desde los treinta y cinco (35) días anteriores al comicio.

Los partidos políticos, así como los/as candidatos/as oficializados/as por éstos, en ningún momento podrán contratar o adquirir, por sí o por terceros espacios en cualquier modalidad de radio o televisión, para promoción con fines electorales.

Asimismo, las emisoras de radiodifusión sonora, televisiva abierta o por suscripción, no podrán emitir publicidad electoral que no sea la distribuida y autorizada por el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

En caso de segunda vuelta electoral por la elección de Jefe/a de Gobierno, las fórmulas participantes recibirán el equivalente al cincuenta por ciento (50%) de los espacios recibidos por la agrupación política que más espacios hubiera obtenido en la primera vuelta.

ARTICULO 38º.- Definición. A los efectos de esta Ley, se entiende por espacio de publicidad electoral, a la cantidad de tiempo asignado a los fines de transmitir publicidad política por parte del partido político.

ARTICULO 39º.- Distribución. Los espacios de radiodifusión serán distinguidos entre los espacios asignados a las tres (3) partidas establecidas en el artículo 32 y serán distribuidos de la siguiente forma: 

a) Treinta por ciento (30%) por igual, entre todos los partidos políticos que oficialicen precandidatos/as;

b) Setenta por ciento (70%) restante entre todos los partidos políticos que oficialicen precandidaturas, en forma proporcional a la cantidad de votos obtenidos en la elección general anterior para la categoría de legisladores/as o miembros de la Junta Comunal, según sea el caso. Si por cualquier causa un partido político no realizase publicidad en los servicios de comunicación audiovisuales, no podrá transferir bajo ningún concepto, sus minutos asignados a otro/a candidato/a, o partido político para su utilización.

ARTICULO 40º.- Banda horaria. La distribución de los horarios y los medios en que se transmitirá la publicidad electoral, se realizará por sorteo público, para el reparto equitativo. A tal efecto el horario de transmisión será el comprendido entre las siete (7:00) horas y las veinticuatro (24:00) horas.

En la presente distribución se deberá asegurar a todos los partidos políticos que oficialicen listas de candidatos/as, la rotación en todos los horarios y al menos dos (2) veces por semana en horario central en los servicios de comunicación audiovisual. Cualquier solicitud de cambio del espacio de publicidad electoral, que presentare el servicio de comunicación y/o el partido político, deberá ser resuelta por el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, dentro de los cinco (5) días siguientes a la presentación de dicha solicitud. La solicitud no implicará la posibilidad de suspender la transmisión de la pauta vigente, hasta que se expida el organismo correspondiente. 

ARTICULO 41º.- Gastos de producción.  Los gastos de producción de los mensajes para su difusión en los servicios de comunicación audiovisual de las agrupaciones políticas, serán sufragados con sus propios recursos.

ARTICULO 42º.- Publicidad de actos de gobierno. No se podrá contratar espacios en los medios de comunicación audiovisual y gráfico a los efectos de publicitar actos de gobierno durante los treinta y cinco (35) días previos a la fecha fijada para la celebración del comicio. 

Lo dispuesto en el presente artículo no será aplicable en los siguientes casos: 
 
a) Actividad relacionada con la organización y desarrollo del proceso electoral. 
b) Actividad publicitaria estrictamente necesaria para el correcto funcionamiento de los servicios públicos y la actividad del Estado. 
c) Emergencias que pongan el riesgo la salud o la seguridad de la población. 
d) La publicación de textos ordenada por disposiciones normativas, actos administrativos o judiciales que deban publicarse o difundirse por mandato legal.
En los treinta y cinco (35) días anteriores a la fecha fijada para la celebración del comicio, queda prohibida la realización de actos inaugurales de obras públicas, el lanzamiento o promoción de planes, proyectos o programas de alcance colectivo.

CAPITULO IV

FINANCIAMIENTO PRIVADO EN LAS CAMPAÑAS ELECTORALES

ARTICULO 43.- Remisión. A los efectos de la regulación del financiamiento privado en las campañas electorales será aplicable lo establecido en el Capítulo II del Título II de la presente Ley.

ARTICULO 44º.- Aportantes. En el informe final de campaña se deberá detallar la identificación de las personas que hayan realizado los aportes.

CAPITULO V

LIMITES DE GASTOS DE LAS CAMPAÑAS ELECTORALES

ARTICULO 45°.- Límite de gastos. En las elecciones para legisladores/as, los gastos destinados a la campaña electoral que realice un partido político no podrán superar la suma equivalente a una (1) unidad fija por elector/a habilitado/a a votar en la elección. 

En la elección a Jefe/a de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, los gastos destinados a la campaña electoral que realice un partido político no podrá superar en conjunto, la suma equivalente a una (1) unidad fija por elector/a habilitado/a a votar en la elección. 

En caso de elecciones simultáneas los topes a los gastos electorales serán acumulativos.

En caso de elecciones para miembros de las Juntas Comunales, los gastos destinados a la campaña electoral no podrán superar la suma equivalente a cero coma treinta (0,30) unidades fijas por elector/a habilitado/a a votar en la elección por Comuna. 

Los gastos destinados a la campaña electoral para la segunda vuelta en la elección para Jefe/a de Gobierno que realicen los partidos no podrá superar en conjunto la suma equivalente a cero coma treinta (0,30) unidades fijas por elector/a habilitado/a a votar en la elección. 

ARTICULO 46º.- Gasto electoral. A los efectos de esta Ley, se entiende como gasto electoral toda erogación realizada por un partido político, efectuada durante el período establecido para la realización de la campaña electoral, independientemente de la fecha de efectivo pago de cualquier gasto electoral, y aún cuando se encuentren pendientes de pago. 

ARTICULO 47º.- Información límite. El Tribunal Electoral de la Ciudad de Buenos Aires al iniciarse la campaña electoral, informará a los partidos políticos y/o alianzas electorales el límite de gastos y publicará esa información en el sitio web del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

ARTICULO 48º.- Adhesión. Cuando un partido político no presente candidatos/as o listas propias y adhiera a la candidatura presentada por otro partido político o alianza, los gastos que realice se computarán dentro del límite establecido en el artículo 45. 

Cuando dos o más partidos políticos y/o alianzas llevaran la misma lista de candidatos/as, la sumatoria de los gastos que cada uno de ellos realicen se computará dentro del límite establecido en el artículo 45. 

ARTICULO 49º.- Gastos en publicidad. Quedan expresamente prohibidos los gastos de publicidad de campaña por cuenta de terceros. 

Para la contratación de la publicidad electoral que no se encuentre alcanzada por la prohibición del artículo 37 será excluyente la participación del/la tesorero/a del partido político o responsable económico-financiero/a de la alianza, debiendo refrendar las órdenes respectivas en el informe final.

ARTICULO 50º.- Terceros informantes. Los medios de comunicación y los proveedores en general, de servicios o bienes útiles o muebles en el desarrollo de las campañas electorales de los partidos políticos están sometidos al régimen que esta Ley establece, debiendo facilitar los elementos y datos que les sean requeridos, sin que sean aplicables las disposiciones referidas al secreto bancario o fiscal, ni los compromisos de confidencialidad establecidos por ley o contrato.

La sanción correspondiente para el incumplimiento de lo regulado en este artículo se encuentra prevista en el artículo 62.

ARTICULO 51º.- Gastos realizados por anticipado. Aquellas compras o contrataciones que se realicen con anterioridad al comienzo de la campaña deberán estar debidamente respaldadas e informadas en notas en los informes de los artículos 53 y 56.

Las sumas que representen estas adquisiciones formarán parte del límite de gastos previstos en el artículo 45.

ARTICULO 52º.- Límites de gastos y aportes. A los fines del cálculo del monto máximo de gastos y aportes previstos en la presente ley, los bienes y servicios serán computados conforme al valor y prácticas del mercado.

CAPITULO VI

CONTROL DEL FINANCIAMIENTO DE LAS CAMPAÑAS ELECTORALES
ARTICULO 53º.- Informe previo. Diez (10) días antes de la celebración de las elecciones, el/la presidente y el/la tesorero/a del partido político, y los/as responsables económico-financiero/a y político/a de la campaña en caso de alianzas deberán presentar, en forma conjunta, ante el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, un informe detallado de los aportes públicos y privados recibidos, con indicación de origen y monto, así como de los gastos incurridos con motivo de la campaña electoral, con indicación de los ingresos y egresos que estén previstos hasta la finalización de la misma.

ARTICULO 54º.- Publicidad. El Tribunal Electorales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ordenará publicación en el sitio web del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para que pueda consultarse el informe previo del artículo anterior, en la semana previa a la fecha fijada para la realización de las elecciones.

Dicho informe también podrá ser consultado en la sede del Tribunal Electoral de la Autónoma Ciudad de Buenos Aires sin limitación alguna.

ARTICULO 55º.- Obligación de presentación del informe previo. Todo partido político o alianza electoral que haya oficializado candidatos/as está obligado a presentar el informe previo aunque no haya recibido hasta el plazo que fija el artículo 53, aportes públicos ni privados. Esto no obsta a que presupueste lo que estime se gastará hasta el momento de las elecciones.

ARTICULO 56º.- Informe final. Noventa (90) días después de finalizada la elección, el/la presidente y el/la tesorero/a del partido político, y los/as responsables económico-financiero/a y político/a de la campaña en caso de alianzas deberán presentar, en forma conjunta, ante Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, un informe final detallado de los aportes públicos y privados recibidos, que deberá contener y precisar claramente su naturaleza, origen, nombre y documento del donante, destino y monto, así como el total de los gastos incurridos con motivo de la campaña electoral, detallados por rubros y los comprobantes de egresos con las facturas correspondientes. Deberá indicarse también la fecha de apertura y cierre de la cuenta bancaria abierta para la campaña para el caso de las alianzas electorales, debiendo poner a disposición la correspondiente documentación respaldatoria. 

ARTICULO  57º.- Publicidad, consulta y observaciones. Respecto al informe final regulado en el artículo 56 se deberá dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 9, 10 y 11 para los estados contables anuales.

CAPITULO VII

SANCIONES

ARTICULO 58º.- Partidos políticos y confederaciones. Serán sancionados con la pérdida del derecho a recibir contribuciones, subsidios y todo recurso de financiamiento público anual, por un plazo de uno (1) a cuatro (4) años, y los fondos para financiamiento público de las campañas electorales por una (1) a dos (2) elecciones, los partidos políticos que:

a) Recibieran o depositaran fondos en cuentas distintas de la prevista en los artículos 2  y 29.

b) Habiendo retirado sus candidatos/as, no restituyeran el monto recibido en concepto de aporte de campaña, en los términos del artículo 35.

c) Recibieran donaciones, aportes o contribuciones en violación a lo dispuesto por los artículos 25, 26, 27 y 43.

d) Realizaran gastos en prohibición a lo previsto en el artículo 45.

e) Contrataren o adquirieren, por sí o por terceros espacios en cualquier modalidad de radio o televisión, para promoción con fines electorales, en violación a lo previsto en el artículo 37. 
ARTICULO 59º.- Autoridades. El/la presidente y el/la tesorero/a del partido político serán pasibles de inhabilitación de seis (6) meses a diez (10) años, para el ejercicio de sus derechos de ser elegido en las elecciones a cargos públicos locales, y en las elecciones de autoridades de los partidos políticos y para el ejercicio de cargos públicos y partidarios, cuando:

a) Autoricen o consientan la utilización de cuentas distintas de la establecida en esta Ley para el financiamiento de la actividad del partido político o de la campaña electoral.

b) No puedan acreditar debidamente el origen y/o destino de los fondos recibidos.

ARTICULO 60º.- Alianzas. Idénticas sanciones a las previstas en los artículos anteriores serán aplicables a las alianzas y a los/as responsables políticos/as y económico-financieros/as de campaña y a cada uno de los/as presidentes y los/las tesoreros/as de los partidos políticos que las integren. Los partidos políticos quedarán exceptuados de las sanciones siempre que aleguen en su descargo los elementos suficientes que demuestren que ese incumplimiento no les es imputable.

ARTICULO 61º.- Capacitación. La violación del cumplimiento del destino de los fondos del artículo 23, implicará una multa del doble del valor no asignado a la educación y formación en la próxima distribución del fondo partidario permanente.

ARTICULO 62º.- Aportes prohibidos. Será sancionada con multa de igual monto que la contribución o donación y hasta el décuplo de dicho monto, la persona que efectuare donaciones a los partidos políticos en violación a las prohibiciones que establece los artículos 26, 27 y 43.

Será sancionado con multa de igual monto que el aporte y hasta el décuplo de dicho monto, las autoridades partidarias que aceptare o recibiere contribuciones o donaciones a los partidos políticos en violación a las prohibiciones que establecen los artículos 26, 27 y 43.

Serán sancionados con multa de igual monto al gasto contratado y hasta el décuplo de dicho monto, los/as directores/as y gerentes o representantes de medios de comunicación que aceptaren publicidad en violación a lo dispuesto en la presente ley. 

Serán sancionados con multa de igual monto al gasto contratado y hasta el décuplo de dicho monto los proveedores en general que violen lo dispuesto en el artículo 50.

Las personas físicas, así como los/as propietarios/as, directores/as y gerentes o representantes de personas jurídicas que incurran en las conductas establecidas en el presente artículo serán pasibles de una pena accesoria de inhabilitación de seis (6) meses a diez (10) años, para el ejercicio de sus derechos ser elegidos en las elecciones a cargos públicos locales, y en las elecciones de autoridades de los partidos políticos y para el ejercicio de cargos públicos y partidarios.

ARTICULO 63º.- Incumplimiento de rendición de Cuentas. El incumplimiento en tiempo y forma de la presentación de la información prevista en los artículos 8 y 56 facultará al Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a aplicar una multa por presentación extemporánea equivalente al cero coma dos por ciento (0,2%), por cada día de demora del total de fondos públicos que le correspondieren al partido político en la próxima distribución del fondo partidario permanente.

Transcurridos noventa (90) días, del vencimiento del plazo de que se trate, el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires podrá disponer la suspensión cautelar de todos los aportes públicos.

El incumplimiento en tiempo y forma de la presentación del informe previsto en el artículo 53 facultará al Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a aplicar una multa por presentación extemporánea equivalente al cero coma cero dos por ciento (0,02%) por cada día de demora del total de fondos públicos que le correspondieren al partido político en la próxima distribución del fondo partidario permanente, hasta un máximo de nueve (9) días antes de las elecciones.

ARTICULO 64º.- Funcionarios públicos. El Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de oficio o a petición de cualquier interesado, impondrá sanción de multa de cinco mil (5.000) a treinta mil (30.000) unidades fijas a aquéllos funcionarios/as públicos/as que incurran con lo normado por el artículo 42, excluyéndose a quienes se encuentran alcanzados por el artículo 4 de la Ley 471.

ARTICULO 65º.-  Medida supletoria. Sin perjuicio de las sanciones establecidas en el presente Capítulo, el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de oficio o a petición de cualquier interesado/a y por intermedio de la fuerza pública en caso de ser necesario, hará cesar cualquier acto de campaña que viole las disposiciones de la presente Ley.
TITULO IV

PROCEDIMIENTO ANTE EL FUERO ELECTORAL

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTICULO 66º.- Fuero electoral. Las causas originadas en la aplicación de la presente Ley se tramitan ante el fuero electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en los términos del procedimiento establecido en este Título y en la demás legislación correspondiente. 

ARTICULO 67º.- Formas. El procedimiento partidario será sumario, verbal y actuado, de doble instancia.

ARTICULO 68º.- Prueba. La prueba se ofrecerá en la primera presentación y se producirá en la audiencia.

ARTICULO 69º.- Personería. Tendrán personería para actuar ante el fuero electoral, los partidos reconocidos o en constitución, sus afiliados/as, cuando les hayan sido desconocidos los derechos otorgados por la Carta Orgánica y se encuentren agotadas las instancias partidarias, y el Ministerio Público en representación del interés y orden públicos.

ARTICULO 70º.- Excepciones. En el procedimiento sumario electoral, los derechos de la Carta Orgánica que hayan sido desconocidos y el agotamiento de la vía partidaria no podrán ser objeto de excepciones de previo y especial pronunciamiento, y constituirán defensas a sustanciarse durante el proceso y resueltas en la sentencia. 

ARTICULO 71º.- Personería. La personería se acreditará mediante copia autenticada del acta de elección o designación de las autoridades o apoderados/as, o por poder otorgado ante escribano público o por acta-poder extendida por ante el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

ARTICULO 72º.- Patrocinio letrado. Ante el fuero electoral se podrá actuar con patrocinio letrado. Los tribunales de primera y segunda instancia podrán exigir el patrocinio letrado cuando lo consideren necesario para la buena marcha del proceso.

CAPITULO II

PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO

ARTICULO 73º.- Primera instancia. Iniciada la causa se correrá traslado a los/as interesados/as por cinco (5) días hábiles. Vencido el término, el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires convocará a una audiencia dentro de los cinco (5) días hábiles, bajo apercibimiento de celebrarse con la parte que concurra, debiendo expedirse en el plazo de diez (10) días hábiles de realizada ésta. La incompetencia o la falta de personería del representante deberá resolverse previamente. 

El Ministerio Público dictaminará en la audiencia o dentro de los tres (3) días hábiles de celebrada aquélla. 

Los términos establecidos por esta ley son perentorios. El fuero electoral podrá abreviarlos cuando sea justificado el apremio. 

ARTICULO 74º.- Segunda instancia. Toda sentencia o resolución definitiva, interlocutoria o providencia simple que causen gravamen que no podrá ser reparado por sentencia definitiva, podrá apelarse dentro del plazo de cinco (5) días hábiles, por ante el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad excepto disposición en contrario. 

La apelación se concederá en relación y al solo efecto devolutivo, salvo cuando el cumplimiento de la sentencia pudiera ocasionar un perjuicio irreparable, en cuyo caso será concedida en ambos efectos. El recurso de apelación comprende al de nulidad. 

ARTICULO 75º.- Sustanciación de la apelación. El recurso de apelación será sustanciado ante el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y del memorial que lo funde se dará traslado a la apelada por cinco (5) días. 

Al interponerse el recurso ante el Tribunal Electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, las partes interesadas constituirán domicilio en jurisdicción de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En su defecto, el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad podrá intimar a hacerlo dentro de los cinco (5) días hábiles bajo apercibimiento de tenerlo por constituido en sus estrados.

ARTICULO 76º.- Prueba. Recibidos los autos, el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad como medida para mejor proveer, podrá disponer la recepción de pruebas no rendidas en primera instancia u otras diligencias probatorias, así como comparendos verbales. 

Producidas las pruebas o efectuado el comparendo verbal, en su caso, se correrá vista al Ministerio Público. Agregado el dictamen fiscal pasarán los autos al acuerdo para dictar sentencia.

ARTICULO 77º.- Queja. El término para interponer recurso de queja por apelación denegada será de cinco (5) días. 

La aclaratoria de la sentencia definitiva podrá interponerse, en ambas instancias dentro de las veinticuatro (24) horas de la notificación y deberá ser resuelta en primera instancia, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas. La interposición de la aclaratoria interrumpirá el término para la apelación.

ARTICULO 78º.- Nulidad. Declarada la nulidad de una sentencia o resolución definitiva, el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad dispondrá que los autos pasen al subrogante legal, para que dicte nuevo pronunciamiento ajustado a derecho.

ARTICULO 79º.- Aplicación supletoria. Supletoriamente regirá el Código Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, siendo deber de los órganos judiciales acentuar la vigencia de los principios procesales de inmediación, concentración y celeridad.

TITULO V

DISPOSICIONES GENERALES
ARTICULO 80º.- Prohibición de sesión de derechos. Prohíbase la cesión de derechos sobre aportes futuros respecto al Fondo Partidario Permanente y de aportes públicos extraordinarios de campaña.

ARTICULO 81º.- Prescripción. Los aportes previstos para el pago del Fondo Partidario Permanente a los partidos políticos que no se hicieran efectivos por motivo de incumplimientos a lo normado por esta ley, prescribirán a los veinticuatro (24) meses contados de la fecha de la resolución que los asignara. Se exceptúa la suspensión cautelar decretada por autoridad judicial, hasta la resolución de la misma.

ARTICULO 82º.- Remisión. Aplícase supletoriamente el procedimiento previsto en la Ley 23.298 y en el Código Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En las faltas y delitos electorales se aplicará supletoriamente el Código Electoral Nacional en cuanto al procedimiento.

ARTICULO 83º.- Publicaciones. Las publicaciones en el Boletín Oficial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires requeridas a los partidos políticos por la presente Ley serán sin cargo.

ARTICULO 84º.- Unidades fijas. La Ley de Presupuesto General de Gastos y Recursos del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires fijará anualmente el valor de las unidades fijas establecida en los artículos 17, 30, 45 y 64. 
ARTICULO 85º.- Derógase la Ley 268.

DISPOSICION TRANSITORIA PRIMERA. El Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad posee competencia originaria en la aplicación de la presente Ley hasta que se establezca el fuero electoral de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, conforme a lo establecido por el artículo 113 inciso 6º de la Constitución de la Ciudad.

ARTICULO 86º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS
Señor Vicepresidente Primero:

Durante las tres últimas décadas, nuestro país ha transitado un proceso de retorno y consolidación de la democracia. Uno de los principales logros de este proceso es la regularización de la celebración de procesos electorales a fin de elegir las autoridades nacionales, provinciales y locales a través de comicios libres y competitivos.

Sin embargo, la modernización y tecnificación de los procesos electorales ha desencadenado la aparición de nuevas problemáticas en torno a la realización de las elecciones y en cuanto al control de la vida partidaria de los actores principales del proceso electoral.

Por lo tanto, cabe destacar que “Los estándares para evaluar un régimen electoral han cambiado, y entran en juego otros factores que afectan el desarrollo de la contienda, por ejemplo, la regulación del dinero en la política, condiciones más incluyentes para la participación, ambas relacionadas con la búsqueda de mayor equidad en la contienda, que también se extiende al tema de los medios de comunicación y su influencia en las campañas electorales.”

Desde hace tiempo existe una clara y silenciosa mayoría de ciudadanos que está disconforme con el funcionamiento del sistema político y electoral, y nos reclama cambios legales que contribuyan a mejorar la transparencia de los procesos electorales, piedra angular en la que se sostiene la legitimidad del sistema democrático.

Resulta impostergable ofrecer una respuesta a la demanda ciudadana de llevar adelante elecciones en forma limpia y sin trampas, al tiempo que se exige que las diferentes expresiones políticas tengan la oportunidad de poder expresar sus ideas y difundir sus plataformas electorales de la manera más equitativa posible, a fin de que los electores puedan tomar una decisión informada y meditada.
En cuanto al financiamiento de los partidos políticos, la efectividad de las disposiciones legales que buscan regular el origen y los montos de las contribuciones a la política y, más aún, la posibilidad de que cumplan con los propósitos para los que fueron concebidas, mucho tiene que ver con la implementación de los dispositivos de control (fiscalización) y sanción que les resulten consecuentes y cuya aplicación lamentablemente nunca está exenta de dificultades.

En torno a estas cuestiones encontramos una constante tensión entre la necesidad de los partidos políticos de financiar tanto sus campañas electorales como en los demás aspectos de su vida partidaria, el derecho de los ciudadanos de participar activamente en la política apoyando -en este caso económicamente- las actividades que desarrollan los partidos políticos con los que simpatizan, y la utilización del dinero con el objetivo de influenciar en las decisiones de los funcionarios públicos. 
No puede sostenerse que todo tipo de contribución dineraria al sistema político es perjudicial o cuestionable. Todo lo contrario, el aporte de personas interesadas en el bienestar general a fin de colaborar con algún proyecto político determinado alimenta el funcionamiento adecuado del sistema democrático, en cuanto demuestra un alto grado de compromiso vinculado al derecho-deber de elegir nuestros representantes.  Es por lo tanto que debemos establecer mecanismos transparentes para dejar de lado las suspicacias que se han generado en torno a estos temas.
La Dra. Ferreira Rubio
 al referirse acerca de la importancia de la relación entre el dinero y la política dice que “Es indistinto que se trate de países ricos o pobres, centrales o periféricos; tampoco importa cuáles sean las normas que regulan el financiamiento. La omnipresencia del tema se vincula con una crisis de la ética en la función pública y en la actividad política, y con una pérdida de confianza de los ciudadanos en las instituciones en general y en los partidos políticos, en particular… En este marco, la financiación de la política por parte de sectores privados se ve como una forma indirecta de comprar influencias y obtener beneficios y poder. El financiamiento público, a su vez, es resistido; los ciudadanos cuestionan el empleo de fondos públicos para financiar instituciones que no los representan y a las que perciben como defensoras de meros intereses corporativos y personales.”
Efectivamente, este descrédito de la actividad política existe y solo puede superarse con un cambio medular del comportamiento de los políticos. No obstante, el apoyo dinerario o material a los partidos políticos es una herramienta indispensable para el funcionamiento del sistema democrático, por lo que debe existir tanto en su faz pública como privada siempre que se garantice una instrumentación transparente y equitativa. 
El financiamiento irregular de una campaña electoral es tan dañino al proceso democrático como el fraude electoral a la hora de realizarse el escrutinio de votos, dado que a partir de ello se pueden vulneran las reglas de juego claves para la instalación de un candidato en la contienda electoral, en donde los recursos económicos con los que se cuenta son decisivos.

Cabe resaltar que “…hasta por lo menos finales de la década de 1970, el patrón general en América Latina consistió en que el grueso de las actividades partidistas y político-electorales se financiaran casi exclusivamente con fondos privados (o públicos pero asignados de manera enteramente discrecional), lo cierto es que ese financiamiento no estuvo sujeto a ningún tipo de regulación o control. Con muy pocas excepciones, el financiamiento de la política, de los partidos y de las elecciones (cualquiera fuese contenido, significado o trascendencia) se guiaba por dos lógicas complementarias: la carencia de un marco legal de garantías y controles y la presencia de un poder estatal (usualmente condensado en el ejecutivo) interesado en dispensar privilegios y favores, pero también coacciones y castigos, prácticamente sin ningún límite o contrapeso real.”

Esto permitió que los partidos políticos dominantes puedan manejarse con un alto grado de discrecionalidad e impunidad a la hora de buscar recursos para llevar adelante sus campañas electorales, contando -por supuesto- con la anuencia de sectores corporativos siempre dispuestos a brindar apoyo financiero a cambio de sus consecuentes favores políticos.

A nivel nacional, tuvimos que esperar casi veinte años desde la vuelta de la democracia para que se apruebe la Ley 25.600 -luego sustituida por la Ley 26.215- referente exclusivamente al financiamiento de los partidos políticos, luego de un álgido debate envuelto de presiones de distintos sectores que solían usufructuar la ausencia de regulación al respecto. 

Asimismo, el año pasado se aprobó la Ley 26.571 que reforma distintas leyes electorales incorporando algunos elementos positivos como otros negativos. Entre sus reformas positivas se destaca la determinación de prohibir a los partidos políticos y a sus candidatos la contratación de espacios en medios audiovisuales para difundir mensajes proselitistas durante la campaña electoral.

Los espacios para publicidad electoral se han convertido en un instrumento esencial de las campañas, sobre todo si se tiene en cuenta el cambio de paradigma que hemos vivido a partir de los avances tecnológicos en estos tiempos en que la información es difundida a la sociedad con un mayor alcance y de una manera mucho más dinámica, resultando en numerosos casos invasiva para los ciudadanos. 
A partir del descrédito e indiferencia de la población hacia la política, ésta se ha convertido en menos participativa y los políticos dependen de las participaciones en medios de comunicación para darse a conocer. En consecuencia la posibilidad de un candidato mostrar propuestas se encuentra cada vez más determinada por las apariciones que tenga en medios de difusión masiva. En consecuencia, la nueva normativa establece que estos espacios sean otorgados por la Autoridad de Aplicación de una manera equitativa. 
De esta manera, y teniendo en cuenta que los gastos de difusión en medios audiovisuales representan alrededor del setenta por ciento del costo total de una campaña electoral -porcentaje que sigue creciendo con el pasar de los años- el hecho de que este recurso sea distribuido por el Estado, garantizando un mínimo de participación a cada candidato, representa una excelente medida para equiparar las chances de todos los participantes de la contienda, eliminar el principal origen de los gastos de los partidos políticos y principalmente otorgar a los electores la oportunidad de conocer en mejor medida sus opciones electorales. 

Sobre esta cuestión se ha dicho que “Si bien el problema no es nuevo, se platea hoy con mayor intensidad dado que los costos de las campañas políticas se ha incrementado notablemente y para hacer frente a estos gastos los partidos políticos y candidatos deben recaudar grandes sumas de dinero. Uno de los factores identificados como determinantes de este aumento fue el desarrollo de la televisión, en los años 50 y 60, y más recientemente de redes con Internet y otras formas de comunicación interactiva.”

Toda esta nueva legislación regularizó en gran medida el control del financiamiento de los partidos, dotándose de un marco normativo pertinente y consecuentemente dando un mayor grado de transparencia al desarrollo de las campañas electorales. Sin embargo, no se ha logrado erradicar del todo estas prácticas espurias, dado que ello depende principalmente de la voluntad de los partidos políticos y de los demás actores interesados en cambiar su comportamiento.
Diversos ejemplos locales e internacionales nos demuestran como el financiamiento de campañas electorales millonarias muchas veces tienen orígenes oscuros, sospechados de encontrarse ligados a la comisión de delitos. Podemos mencionar los ribetes que va dejando la investigación de la “mafia de los medicamentos” en cuanto al financiamiento de la fórmula presidencial Kirchner-Cobos que salió electa en el año 2007; el famoso caso Flick en Alemania de la década de los ‘80, los escándalos ocurridos este año en Colombia en torno a la Consulta Popular propuesta por el Presidente Uribe que terminó con un fallo adverso de la Corte Constitucional, el financiamiento espurio a partidos italianos que derivó en los procesos de Mani Pulite,  la práctica de recompensar grandes aportes con cargos públicos relevantes llevada a cabo durante el gobierno de Bush padre en Estados Unidos, o las sucesivas irregularidades ocurridas en México. 
“La búsqueda de la razonabilidad en los costos de campaña así como la transparencia y honestidad en el manejo económico financiero de los partidos no depende solo de las normas que se dicen. Los sucesivos escándalos con relación a los aportes a los partidos han demostrado que cuanto más sofisticadas y estrictas son las normas, más rebuscados y peligrosos para la democracia son los métodos inventados para violarlas. Desde el punto de vista de las leyes, el desafío consiste en imponer normas razonables y controles efectivos. Desde el punto de vista de control, el reto consiste en aplicar esos controles aplicadamente. Desde el punto de vista de los dirigentes políticos y de los financistas el problema es mucho más arduo y profundo: consiste en la obligación de actuar con honestidad. Finalmente, corresponde a la ciudadanía una actitud atenta y militante en pro del control y sanción de cualquier abuso.”

Actualmente, en materia de ingeniería electoral la Ciudad sólo cuenta con la Ley 268 de Campaña Electoral, Propaganda y Gastos, sancionada en 1999 a los efectos de dar un marco mínimo a las elecciones en la Ciudad que se realizaron a partir de la sanción de la Constitución porteña, por lo que habiendo pasado más de diez años resulta una regulación insuficiente y desactualizada del financiamiento de los partidos políticos.

La mencionada ley solo aborda ciertos aspectos de las campañas electorales, olvidándose que la constitución de un partido político trae aparejado diversas actividades de la vida partidaria que trasuntan el período electoral propiamente dicho -como por ejemplo las convenciones, actividades de capacitación, internas primarias, relación con otro partidos, etc.-, y que resultan esenciales para el desarrollo de estas fuerzas, que son la base para la formación y crecimiento de los actores políticos destinados a representar a todos los ciudadanos. 

Es por consiguiente que planteamos la sanción del presente proyecto de ley, a fin de dotar al marco normativo de esta Ciudad con un instrumento moderno, acabado y eficaz para, por un lado, controlar la manera en que los partidos de la Ciudad financian las actividades cotidianas de su funcionamiento partidario y en especial durante las campañas electorales; y por el otro, establecer un mecanismo preciso por el cual se otorgan fondos públicos a los partidos, en cumplimiento de la manda constitucional del artículo 61. 
También se avanza sobre el control del patrimonio de los partidos políticos, los libros contables que deben llevar, se establece la obligación de presentar un balance anual y un informe previo y uno posterior de los recursos utilizados y los gastos efectuados durante la campaña, lo que implica que estas instituciones deben tener una contabilidad ordenada y transparente.

El proyecto recepta la nueva legislación nacional referente a la distribución de espacios de publicidad electoral durante las campañas. Por un lado prohíbe la contratación de pautas publicitarias por parte de los partidos y sus candidatos, pero establece un sistema de distribución pública a través de la asignación de espacios en los medios audiovisuales realizada por la Autoridad de Aplicación de una manera equitativa, a fin de que los partidos políticos puedan difundir sus mensajes de campaña. Por consiguiente se brinda a los partidos políticos el apoyo público pertinente para que puedan desarrollar su función.

Por otra parte, la iniciativa comprende la aparición de los partidos comunales, con su problemática específica, sobre todo teniendo en cuenta la proximidad de las primeras elecciones de representantes de las Juntas Comunales a celebrarse el año que viene. Resulta por lo tanto indispensable contar con una regulación específica en esta materia destinada a mejorar la manera en que el Gobierno de la Ciudad se relaciona con sus vecinos, sobre todo teniendo a la vista que la instauración del sistema comunal en el ámbito de la Ciudad no tiene parangón en los sistemas comunales provinciales.  
El sistema democrático de gobierno, como cultura y como ámbito ordenador de la convivencia social, es complejo, siempre perfectible y por cierto abarca mucho más que los procesos electorales. Pero resulta claro que es imprescindible trabajar para su perfeccionamiento, pues tiene que ver con el más básico de los derechos democráticos: el de cada ciudadano a elegir libremente y a que su voto sea respetado, sabiendo que sobre él se asienta la máxima expresión de soberanía del pueblo.

Debemos estar a la altura de los desafíos de que nos impone el bicentenario y como miembros de la clase política reconocemos la deuda que poseemos con la ciudadanía respecto de la necesaria reforma política que desnudó la gran crisis de principios de siglo. Esta iniciativa es un sincero aporte en esa dirección y por ello solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto de Ley. 
� “Tendencias y perspectivas de la reforma electoral en América Latina”, Cuadernos de CAPEL Nº 54, IIDH-CAPEL, Costa Rica, 2008, pág. 16. 


� Delia M. FERREIRA RUBIO -compiladora-, “Financiamiento de partidos políticos”, CIEDLA, Buenos Aires, 1997, pág. 6-7.


� Carlos NAVARRO FIERRO, “Regímenes de financiamiento y fiscalización y garantías de equidad en la contienda electoral. Estudio comprado de 19 países de América Latina “, IFE y OEA, México, 2005,  pág 56.


� Delia M. FERREIRA RUBIO, obj. cit., pág. 21-22.


� Delia M. FERREIRA RUBIO, obj. cit., pág. 79.
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